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persecución penal y aumento de delitos, es-
tá ya aprobado por el Congreso entre el 2023
y 2024. Lo que queda ahora es poner en mo-
vimiento esa legislación y esos modelos de
gestión que se han aprobado por ley. 

—¿Es como una prueba de fuego el
2025?

—Es una prueba de fuego en la instalación
del Ministerio de Seguridad, porque no es la
instalación de un simple ministerio, es la
instalación de un modelo de gestión en ma-
teria de seguridad pública. 2025 es el año de
la implementación, y es el año de exigir de-
sempeños. Y yo por eso creo, y lo he dicho
estos días, que el país lo que hizo es que de-
tuvo la curva de ascenso del homicidio, pero
el gran desafío que tiene es bajar el número
de homicidios. 

—2025 es el año de medir desempeño.
Eso recae en usted también. 

—Sí, lo tengo justamente claro. 

INDULTO Y MIGRACIÓN

—Usted llegó al Ministerio de Justicia
tras la polémica de los 13 indultos de 2022,
y dijo que era una potestad polémica. Aho-
ra, hubo un indulto con el caso de Katy Hur-
tado. ¿Qué le pareció? 

—Bueno, las razones están expresadas en
la dictación del decreto es una situación que
está más bien asociada a la condición de
Katy Hurtado como una persona privada de
libertad. Reconocer que, en el caso de ella,
sin hacer juicio sobre la sentencia judicial,
mientras se encontraba privada de libertad,
fue objeto de violación en un recinto del Es-
tado, bajo la custodia del Estado. Y las razo-

nes humanitarias que explican el indulto
fueron detalladas el día en que fueron comu-
nicadas. La potestad es una potestad que
siempre es compleja, pero también ser
transparente en los argumentos. 

—En cuanto al proceso de regularización
de los migrantes, se dijo el año pasado que
el empadronamiento no tenía que ver con
eso, pero al final sí lo tuvo.

—No, o sea, hay dos dimensiones. La pri-
mera es lo que comunicó el Gobierno, que
estaba estudiando un proceso de regulariza-
ción que es, en rigor, no regularizar a los
182.000, sino que establecer un procedi-
miento para que del universo de personas
que habían sido empadronadas pudieran
postular a la regularización. Hay una razón
de seguridad muy evidente: Chile necesita
saber quiénes son y dónde están, por dos
motivos. Uno, el hecho de que estén en la
ilegalidad los impulsa al delito o los transfor-
ma en víctimas de delito muy fácilmente, y
dos, porque necesitamos tener claridad de
quiénes son esas personas. 

—¿Qué datos arrojan hasta ahora?
—Cuando uno ve la composición interna,

claro, el 92% de ellos son venezolanos. Los
tramos de edad son de edades productivas.
Además, un porcentaje muy significativo de
ellos tiene estudios terciarios terminados.
Entonces, el Estado hizo ese proceso de em-
padronamiento biométrico. Hay muchísima
información que está ahí. Y en materia de se-
guridad, nosotros tenemos que hacer la dis-
tinción. Pero que el Estado conozca y que el
Estado disponga de esa información es clave
en materia de seguridad. Lo más fácil para el
Gobierno era no haber dicho nada y dejarle
este problema a la administración que sigue. 

—¿No teme que entregue la señal del
“efecto llamada” como se le ha denominado? 

—Esa no es una expresión técnica ni aca-
démica. Es una expresión que utilizó la ul-
traderecha española, esencialmente, para
criticar los procesos de regularización, tanto
los que hizo el Partido Popular como el
PSOE. La situación de la migración no vo-
luntaria, que es el fenómeno que existe ac-
tualmente en la región, es una situación de
incertidumbre, por cierto. Está provocado,
evidentemente, por un gobierno que ha
afectado la vida y ha violado derechos hu-
manos, como el caso de Venezuela. Y eso ha
provocado una diáspora de personas que
probablemente no deseaban salir de su país,
y es un problema del continente. Por eso la
importancia del acuerdo que se suscribió se-
manas atrás con Bolivia respecto a la recon-
ducción de ingresos irregulares de personas
de terceros países. 

—¿Hay algún plan pensado, a propósito,
considerando que Maduro ahora va a rea-
sumir, en cuanto a que quizá, eventual-
mente, podría aumentar la migración?

—Nosotros estamos observando ese fenó-
meno, al igual que el resto de los países de la
región. También se analiza la nueva admi-
nistración en Estados Unidos. Ambos, por
consecuencias potencialmente migratorias.
Hasta ahora, de los datos que mantiene el
Estado de Chile, permanentemente monito-
reados, los flujos migratorios siguen siendo
hacia el norte. n

“No podemos transformar
la seguridad en una
refriega de la política
contingente, porque
quienes principalmente
se ven beneficiados son
las organizaciones
criminales”. 

los que sean necesarios para cumplir sus tareas. Pero en este mundo
las cosas no son tan sencillas. De partida, no se puede remover a un
funcionario de planta sin un sumario administrativo. Esto parece
razonable, dado que el Estado requiere contar con personas que
puedan llevar a cabo su trabajo sin mirar las preferencias políticas de
sus jefes.

Ahora bien, aunque la ley dice algo distinto, solo el 25% de los
funcionarios es de planta, la gran mayoría está a contrata. ¿Significa
esto que se podría desvincular a las personas que están allí en virtud
de sus conexiones partidistas o familiares y no porque sean compe-
tentes? No es así. Primero la Contraloría y ahora los tribunales han
establecido que, pasado un plazo, esas personas gozan de una “con-
fianza legítima” y no pueden ser despedidas al modo en que opera el
mundo privado, sino que también deben ser objeto de sumario. En la
práctica, eso hace muy difícil desprenderse de ellas, porque el ser
inepto o flojo no parece constituir una infracción grave a las obliga-
ciones funcionarias.

Tenemos, entonces, un sistema donde entrar es fácil mientras que
la salida es muy difícil. De ahí que el número de funcionarios crezca y
crezca.

Desde hace al menos cuarenta años se habla de “modernizar el
Estado”, ha habido infinitos estudios y no han faltado comisiones
muy competentes que han tratado del tema. De hecho, desde 2018
tenemos un Consejo Asesor Permanente para la Modernización del
Estado, integrado por destacadas figuras. Sin embargo, este es un
gato muy arisco y ningún gobierno se atreve a ponerle el cascabel.
La modernización del Estado no es solo su reducción, pero la incluye.

En el caso del gobierno actual, esta urgente tarea se complica por
su concepción misma de lo público, que para nuestras autoridades es
sinónimo de lo estatal, pues desconfía del dinamismo de la sociedad
civil y su capacidad para resolver cuestiones que nos afectan a
todos. Según esa filosofía, los problemas que aquejan a la totalidad
de los chilenos deben ser resueltos por el Estado. Esto lleva inevita-
blemente a incrementar la cantidad de funcionarios públicos y a
hacerlo con buena conciencia. Una cosa es clara: no por mala volun-
tad, sino por su filosofía, resulta imposible que este gobierno dismi-
nuya la cantidad de empleados públicos. 

Sería bueno que quien aspire a sucederlo les presente a los chile-
nos un plan para conseguirlo. Esto exige hablarle al país con la
verdad y mostrarle que las soluciones serán dolorosas. Porque sin un
apoyo amplio de la ciudadanía no será posible hacer nada en serio. Y
los campamentos, los niños vulnerables o el campo afectado por la
sequía tendrán que seguir esperando. n

El número de funcionarios públicos se acerca al millón, nos dice la
prensa. En Chile somos veinte millones, de modo que aproximada-
mente una de cada 20 personas que vemos en la calle trabaja en el
aparato estatal. “Datos de Hacienda y de la Dirección de Presupues-
tos muestran un incremento de casi 100 mil funcionarios (12%) entre
fines de 2022 y septiembre de 2024”.

La pregunta que nos hacemos los ciudadanos es: ¿Son necesarios
esos nuevos funcionarios? ¿Todos? ¿No basta con los que teníamos,
que ya eran muchísimos? Porque los empleados públicos se pagan
con fondos de los chilenos y estos, además de ser escasos, tienen
otros destinos bastante más relevantes.

¿Es ese el legado que quieren dejar a Chile el Gobierno y las muni-
cipalidades? ¿Con qué cara le podrían dar esos datos a la gente que
vive en los campamentos? ¿Dónde están los tiempos en que los
gobernantes hablaban de la primera infancia como una prioridad
absoluta para el país? ¿Qué pasa con esos embalses como el de
Nueva la Puntilla, en Ñuble (que está esperando desde 1950) y otros
proyectos esenciales en diversas zonas agrícolas que tienen que
enfrentar prolongadas sequías?

Las arcas fiscales cuentan con recursos limitados, hay necesida-
des urgentes y, sin embargo, los dineros se malgastan. Nos asusta la
corrupción; sin embargo, como aquí ninguna autoridad se echa plata
en el bolsillo, nos quedamos tranquilos. La acumulación de emplea-
dos públicos puede salirle al país bastante más cara que los millones
que pueda robarnos alguien que esté en un puesto de gobierno. El
robo es moralmente peor, pero el despilfarro de lo escaso nos puede
costar más y es una forma de abuso e irresponsabilidad.

Tenemos en Chile una inflación invisible, la del crecimiento des-
mesurado de los funcionarios públicos, que es mucho más difícil de
controlar que la otra, que tanto nos preocupa. Si bien no se advierte
en la vida diaria de los chilenos, causa un grave daño al país.

Todos comprendemos que, cuando cambia un gobierno o un
alcalde, se requiere que tenga algunos colaboradores de su confian-
za. Pero ¿deben ser tantos? ¿No se está usando al sistema público
como un modo de beneficiar a los propios simpatizantes? El panora-
ma con que se enfrenta hoy Mario Desbordes al llegar a la Munici-
palidad de Santiago es un ejemplo de este descontrol que se produce
cuando una autoridad gasta más allá de sus posibilidades. Mientras
el comercio ambulante con productos falsificados se adueñaba de las
calles, la administración anterior promovía una poblada Subdirección
de Igualdad de Género.

¿Qué hacer? Uno podría pensar en que la solución pasa por redu-
cir el número de empleados y dejar en cada repartición estatal solo a
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¿Cómo es posible que la autoridad encargada de hacer respetar la
Constitución y la leyes parezca ignorarlas? La pregunta es parecida a
la que suscitó el caso Dominga, ¿cómo es posible que la administra-
ción ignore quién subroga a quién en el Estado?

Todos esos casos son síntomas de un peligro al que urge poner
atajo y que consiste en pensar que en la vida social y política la
voluntad y las convicciones tienen la última palabra y que en el caso
de que las reglas las limiten o impidan, hay que ignorarlas o torcerlas
o interpretarlas de manera infinitamente plástica, hasta que la
voluntad, y no las reglas, sea la que impere. El asunto, desde luego,
puede no ser el resultado de un designio o de un propósito explícito,
sino de la simple desidia, descuido o ignorancia; pero en cualquier
caso, es preocupante, valga reiterarlo, que un país que se ha precia-
do de respetar la juridicidad parezca ignorar las reglas o creer, lo
que sería peor, que ellas son instrumentos para cualquier fin o me-
dios que han de ceder si el fin que se procura alcanzar es suficiente-
mente noble. 

Sin ánimo de exagerar, puede aseverarse que esta debilidad que
los acontecimientos que se han descrito revelan —una debilidad en
el apego a las reglas— tiene su contrapartida en la anomia que en
los últimos años se ha venido constatando. La anomia, en una de
sus dimensiones, es la falta de orientación normativa de la conduc-
ta, la idea de que las reglas no son tales, sino simples obstáculos a
eludir. La anomia salta a la vista en las incivilidades frecuentes, en
los toldos azules, en la criminalidad, en el no pago de los servicios o
en la escuela, y sus causas son múltiples; pero entretanto lo que no
puede ocurrir es que mientras la anomia se experimenta en las
calles, la autoridad comience a descuidar su apego a las reglas, es
decir, que a la anomia que experimenta o padece la ciudadanía, se
sume ahora la falta de adhesión a las reglas, o la ignorancia acerca
de lo que disponen o la displicencia a la hora de aplicarlas, por
parte de la autoridad.

La literatura legal observa que el derecho —el Estado de Derecho,
para ser más claro— descansa en la convicción de que las reglas
obligan. Y esta convicción, suele agregarse, deben tenerla al menos
los funcionarios del Estado. Esa es la única forma, dice Herbert Hart,
el ilustre filósofo y jurista inglés, de diferenciar la orden de un asal-
tante que a punta de amenazas le ordena a usted entregar su dinero,
del cobro de impuestos que realiza un funcionario estatal. Hart dice
eso parafraseando a San Agustín: si no hay reglas, ¿qué son las
sociedades sino inmensas bandas de malhechores? n

Uno de los grandes activos del país —o de la imagen del país o de
su autoconciencia, como se prefiera— es su apego a la juridicidad, la
convicción de que la voluntad encuentra su límite en las reglas y que
es deber de todos, especialmente de la autoridad, apegarse a ellas.

Desgraciadamente, ese activo parece estar deteriorándose.
El síntoma más grave de ese fenómeno fue, claro está, lo que

ocurrió en octubre del 19, cuando se creyó que era posible retroce-
der a un momento en el que las instituciones fueran abolidas, para,
desde ese terreno desocupado y desalojado de reglas, construir otras
nuevas. Otro síntoma, no tan grave como ese, pero igualmente
severo, fue la creencia de algún miembro de la Corte Suprema de
que las reglas eran infinitamente plásticas y que admitían cualquier
interpretación siempre que hubiera un propósito de justicia que
satisfacer. En ambos casos, bien mirado, había la creencia de que las
reglas debían ceder si el ideal de justicia en el que se creía así lo
demandaba. 

Estos días han asomado otros síntomas, menos flagrantes, pero
igualmente preocupantes. 

Uno de ellos es el caso Dominga, donde se ha dejado sin cumplir
una decisión judicial pretextando que no se sabe cómo obedecerla. Y
para colmo se ha incurrido en la cantinflada de decir que el hecho de
confesar que no se sabe cómo ejecutarla es una forma de cumplirla.
Parece insólito; pero esa fue la explicación que dio el Gobierno al
vencer el plazo fijado por el tribunal ambiental para que el Comité de
Ministros se pronunciara:

“Como Ministerio del Medio Ambiente —se declaró— estamos
cumpliendo con lo planteado por el Tribunal… junto con lo que resta
determinar para poder convocar al Comité de Ministros…”.

El problema es que lo que resta por determinar es justamente lo
que la sentencia ordena. El párrafo es así equivalente a que quien
fuera sentenciado a pagar una deuda dijera que ha cumplido lo orde-
nado, solo que le resta determinar cómo podría efectuar el pago.

El otro síntoma quedó a la vista este viernes, cuando se informó
que el Gobierno había decidido comprar lo que fue la residencia
familiar del presidente Allende, a fin de preservarla como sitio histó-
rico y de memoria. El propósito, no cabe duda, merece aplausos; el
problema es que una de las propietarias del inmueble sería la actual
ministra de Defensa, quien está impedida legalmente de celebrar
contratos con el Estado. El contrato (gracias al escándalo que la
noticia desató) no alcanzó a celebrarse; pero ¿cómo pudo dictarse un
decreto presidencial con ese propósito si las reglas lo impedían?

El descuido de las reglas

CARLOS 
PEÑA 

Esta semana ha habido síntomas preocupantes acerca de la disposición a

respetar las reglas. Se han dado explicaciones cantinflescas para eludirlas o se

las ha ignorado. Y como no es primera vez que ocurre, hay que alarmarse.

OPINIÓN
Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

05/01/2025
  $6.491.798
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      31,56%

Sección:
Frecuencia:

REPORTAJE
SEMANAL

Pág: 11


